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“Por medio de la cual se adopta la Política de Defensa Jurídica de la Unidad de 
Planeación de Infraestructura de Transporte - UPIT ”

 
LA DIRECTORA GENERAL DE LA UNIDAD DE PLANEACIÓN DE 

INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE

En ejercicio de sus facultades legales y en especial en ejercicio de sus 
facultades establecidas en el artículo 11 del Decreto 946 del 2014 y,

CONSIDERANDO:

Que el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia establece la 
responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción u omisión de las autoridades.

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 209 ibidem, “La función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas 
deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del 
Estado (…).”

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 117 de la Ley 2220 de 2022 
(Estatuto de Conciliación), el Comité de Conciliación es una instancia 
administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de 
políticas de prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la 
entidad.

Que el artículo 120 de la misma codificación establece como función del Comité 
de Conciliación la de “diseñar las políticas generales que orientarán la defensa 
de los intereses de la entidad”.

Que en concordancia con lo anterior el artículo 6 de la Resolución No. 045 de 
2023, asigna dicha función al Comité de Conciliación de la UPIT, en virtud de lo 
cual, en sesión del 06 de septiembre de 2024, como consta en la respectiva acta, 
se aprobó la Política de Defensa Jurídica de la Unidad.

Que se hace necesario actualizar la Política aprobada, con motivo de la 
expedición del Decreto 104 de 2025, “Por el cual se adiciona la Sección 4 al 
Capítulo 2 del Título 3 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, para reglamentar el Sistema de 
Defensa Jurídica del Estado, se modifica la Sección 1 del Capítulo 4 del Título 3 
de la Parte 2 del Libro 2 de Decreto 1069 de 2015 y se dictan otras 
disposiciones”, y los lineamientos establecidos en la Circular Externa No. 31 de 
19 de diciembre de 2024, expedida por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado-ANDJE, que implementa el Modelo de Gestión por Resultados – MGR 
y da alcance a la Caja de Herramientas (antiguo Modelo Óptimo de Gestión - 
MOG), diseñados por la Agencia para evaluar el desempeño de las entidades 
públicas a partir, especialmente de sus oficinas jurídicas, en la gestión de las 
diferentes etapas del ciclo de defensa jurídica del Estado, en las etapas 
mencionadas anteriormente, siguiendo un enfoque basado en la gestión por 
resultados a través de indicadores de gestión, resultado e impacto.
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Que el documento fue elaborado por el equipo de la Oficina Asesora Jurídica en 
el marco del ejercicio de sus funciones de representación judicial y extrajudicial 
asignadas por el Decreto 946 de 2014, atendiendo los lineamientos establecidos 
por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado-ANDJE en el Modelo 
Óptimo de Gestión (MOG), diseñado por esa entidad para la adecuada Gerencia 
Jurídica, el cual tiene como fin brindar herramientas, estrategias y prácticas en 
aras de mejorar la gestión de las actividades propias del Ciclo de Defensa Jurídica 
en las entidades públicas del orden nacional.

Que igualmente el documento acoge la estructura dispuesta en el Manual 
Operativo del Modelo Integrado de Planeación y Gestión-MIPG dispuesto por el 
Departamento de la Función Pública-DAFP, el cual contempla aspectos a tener 
en cuenta respecto de cada una de las políticas de gestión y desempeño, su 
marco normativo, ámbito de aplicación, propósitos y lineamientos generales.

Que en ese sentido, la Política de Defensa Jurídica de la UPIT contempla las 
siguientes etapas y actividades a ser consideradas en el Ciclo de Defensa Jurídica 
del Estado: (i) prevención del daño antijuridico, (ii) gestión extrajudicial, (iii) 
gestión de la defensa judicial, (iv) gestión del cumplimiento de créditos 
judiciales, (v) gestión de los mecanismos para la protección y recuperación del 
patrimonio público, y (vi) gestión de la información y del conocimiento como un 
elemento transversal.

Que en virtud de las etapas y actividades antes mencionadas la UPIT cuenta con 
la Política de Prevención del Daño Antijurídico 2024-2025 adoptada mediante 
Resolución No. 192 de 2023, atendiendo las Circulares Externas números 5 de 
2019 y 9 de 2023 y su respectivo seguimiento en el sistema eKOGUI; con la 
Resolución No. 243 de 2024, por la cual se adopta la metodología de reconocido 
valor técnico para el cálculo de la provisión contable de los procesos judiciales, 
conciliaciones extrajudiciales y trámites arbitrales que se adelanten en contra de 
la UPIT y deban ser registrados en el sistema eKOGUI; e igualmente con los 
documentos necesarios para el desarrollo de la gestión jurídica al interior de la 
entidad, como son políticas, procedimientos y formatos, incluidos en el Banco de 
Documentos de la entidad para su permanente consulta.

Que conforme lo anterior, y previa aprobación por parte del Comité de 
Conciliación de la entidad en sesión del 3 de junio de 2025, resulta procedente 
adoptar la referida Política mediante el presente acto administrativo.

En mérito de lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo 1. Adopción. Adoptar la Política de Defensa Jurídica de la Unidad de 
Planeación de Infraestructura de Transporte, que se encuentra contenida en 
documento anexo, y hace parte integral de la presente resolución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación: La Política de que trata el artículo primero 
de la presente resolución, es de obligatorio cumplimiento para todos los 
servidores públicos y colaboradores de la Unidad de Planeación de 
Infraestructura de Transporte.

Artículo 3. Vigencia. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su 
expedición y se publicará en la página web de la entidad en cumplimiento de lo 
previsto en el artículo 8 de la Ley 1437 de 2011. 
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Dada en Bogotá, D.C., el 09-06-2025

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

MARTHA CONSTANZA CORONADO FAJARDO
Directora General

Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte

Elaboró: Claudia Vargas, Profesional Especializado Oficina Asesora Jurídica  

Revisó: Sandra Milena Neira Sánchez, Jefe Oficina Asesora Jurídica

Aprobó: Claudia Patricia Cifuentes Alvira, Asesora Dirección General 
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Política de Defensa Jurídica 
 

1. Objetivo 

 
Fortalecer las actividades referentes al ciclo de defensa jurídica, con el fin de 
contar con una defensa jurídica eficaz mediante el autoconocimiento y acogida 

por parte de los servidores públicos, adoptándolas buenas prácticas y directrices 
impartidas en la presente Política. 
 

2. Alcance 

 
La Política de Defensa Jurídica comprende las siguientes etapas del Ciclo de 
Defensa Jurídica del Estado: (i) Prevención del daño antijuridico, (ii) Gestión 

extrajudicial, (iii) Gestión de la defensa judicial, (iv) Gestión del cumplimiento 
de créditos judiciales, (v) Gestión de los mecanismos para la protección y 

recuperación del patrimonio público, y (vi) Gestión de la información y del 
conocimiento como un elemento transversal. 

3. Contenido 

La Política de Defensa Jurídica brinda a los servidores públicos y colaboradores de 

la Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte-UPIT, directrices 
encaminadas a su aplicación dentro del ejercicio de sus funciones, dichas 
directrices están dentro del marco de la prevención y defensa de los intereses de 

la entidad y protección del patrimonio público, comprende cada una las etapas del 
Ciclo de Defensa Jurídica como lo son: prevención del daño antijurídico, gestión 

extrajudicial, etapa de gestión de la defensa judicial, gestión del cumplimiento de 
créditos judiciales, gestión de los mecanismos para la protección y recuperación 
del patrimonio público y gestión de la información y del conocimiento.  

 
El presente documento establece la Política de Defensa Jurídica de la Unidad de 

Planeación de Infraestructura de Transporte-UPIT elaborada por la Oficina Asesora 
Jurídica de la entidad, dada la naturaleza de sus funciones de representación 
judicial y extrajudicial establecidas en el Decreto 946 de 2014 “Por el cual se crea 

la Unidad de Planeación de Infraestructura de transporte- UPIT y se determina su 
estructura y funciones".  

  
La Política se actualiza con motivo de la expedición del Decreto 104 de 2025, “Por 
el cual se adiciona la Sección 4 al Capítulo 2 del Título 3 de la Parte 2 del Libro 2 

del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, 
para reglamentar el Sistema de Defensa Jurídica del Estado, se modifica la Sección 

1 del Capítulo 4 del Título 3 de la Parte 2 del Libro 2 de Decreto 1069 de 2015 y 
se dictan otras disposiciones”, y los lineamientos establecidos en la Circular 

Externa No. 31 de 19 de diciembre de 2024, expedida por la Agencia Nacional de 
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Defensa Jurídica del Estado-ANDJE, que implementa el Modelo de Gestión por 

Resultados – MGR y da alcance a la Caja de Herramientas (antiguo Modelo Óptimo 
de Gestión - MOG), diseñados por la Agencia para evaluar el desempeño de las 

entidades públicas a partir, especialmente de sus oficinas jurídicas, en la gestión 
de las diferentes etapas del ciclo de defensa jurídica del Estado, , siguiendo un 
enfoque basado en la gestión por resultados a través de indicadores de gestión, 

resultado e impacto. 
  

Sumado a lo anterior, la presente Política se actualiza de acuerdo con la estructura 
prevista en el Manual Operativo del Modelo Integrado de Planeación y Gestión-
MIPG, dispuesto por el Departamento Administrativo de la Función Pública-DAFP, 

en su versión 6, publicada en diciembre de 2024. 
 

La Política de Defensa Jurídica comprende la prevención y defensa dentro de los 
procesos judiciales, entendida como el conjunto de  acciones que puede adelantar 
la entidad en aras de minimizar los procesos en su contra, defender los intereses 

de la entidad y a su vez proteger el patrimonio del Estado. Por lo anterior, es 
pertinente contar con un instrumento que agrupe las prácticas realizadas por la 

entidad para la prevención en la actuación de los servidores públicos y 
colaboradores y fijar lineamientos para contar con una adecuada defensa jurídica 
con el fin de evitar y prevenir la materialización de un daño antijurídico y la 

actividad litigiosa en la entidad. 

3.1 Definiciones y siglas 
  

3.1.1 Definiciones 
 

Acción: Derecho subjetivo público que todo sujeto de derecho tiene para 
impetrar de los órganos competentes la actuación de la potestad jurisdiccional.  
  

Acción de Repetición: Acción civil de carácter patrimonial que debe ejercerse 
en contra del servidor o ex servidor público que como consecuencia de su 

conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento 
indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación 
u otra forma de terminación de un conflicto. 
  
La misma acción se ejercitará contra el particular que investido de una función 

pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación 
patrimonial. Definición consagrada en el artículo 2º del artículo 678 de 2001.  
  
Acción de Tutela: Mecanismo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 
Política de Colombia, que tiene por objeto la protección inmediata de los 

derechos constitucionales fundamentales de toda persona. cuando quiera que 
estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad o de particulares en los casos previstos por la ley.  
 



  

  

 PL-DE-007- V1-Página  3 / 17  

Apoderado Judicial: Persona con titulo profesional de abogado, a quien la 

entidad le otorga poder para representarla en las actuaciones extrajudiciales y 
judiciales en las que se parte. 

 
Autos: Providencias judiciales que se profieren dentro de un proceso 
extrajudicial o judicial, y mediante los cuales, se adoptan decisiones de fondo, 

de impulso procesal o de cúmplase. 
  

Daño Antijurídico: Lesión a un derecho o bien jurídico o interés legítimo que 
el particular no está obligado a soportar. En consecuencia, a la luz de lo 

establecido en el artículo 90 de la Constitución Política, “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados 
por la acción o la omisión de las autoridades. En el evento de ser condenado el 

Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, 

aquél deberá repetir contra éste” 
 
Demanda: De acuerdo con la jurisprudencia "es el escrito mediante el cual se 

ejerce el derecho subjetivo público de acción, es decir, se formula a la rama 
judicial del Estado la petición de que administre justicia y con tal fin decida 

sobre las pretensiones contenidas en ella, a través de un proceso"1. 
  
Etapa procesal: Cada una de las fases en que se divide un proceso judicial, 
generalmente son demanda y contestación, pruebas, alegatos, decisión (fallo), 
apelación (y otros recursos de impugnación de la decisión) y ejecución de la 

decisión.  
  
eKOGUI: Sistema Único de Gestión e Información de la Actividad Litigiosa del 
Estado creado por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE), 

para gestionar de manera integral la actividad litigiosa de las entidades públicas 
del orden nacional y mitigar posibles riesgos fiscales derivados. Es el único 
sistema de gestión de información del Estado para el seguimiento de las 

actividades y procesos inherentes a la actividad arbitral, judicial y extrajudicial 
del Estado, ante las autoridades nacionales e internacionales, en consecuencia, 

es la fuente oficial de la información sobre la actividad litigiosa del Estado. 
  
Estrategia de Defensa: Líneas de defensa establecidas en principio, de 
carácter general, respecto de las actuaciones que tienen que ver con las 
facultades de la Entidad, y en especial, cuando están demandadas otras 

entidades, y que incluyen sesiones interinstitucionales para determinar un plan 
de acción como Nación, coordinadas por la ANDJE. 
  
 

 

1Corte Constitucional, Sentencia C-1069 de 03/12/2002 
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Incidente de Desacato: Es un trámite que procede cuando no se ha dado 
cumplimiento a lo dispuesto en el fallo, especialmente en el contexto de la 

Acción de Tutela, o en cualquier otro proceso judicial donde se haya emitido 
una orden y esta no sea cumplida, mediante el cual el Juez ordena a la entidad 
dar cumplimiento a ello, so pena de Sanción. 
 
Jurisdicción: Es la facultad de administrar justicia que corresponde en 

abstracto a todos los jueces y se concreta en uno de ellos en virtud de la 
competencia que le otorga el poder de conocer un asunto a un juez 

determinado.2 
  

Litigiosidad: Lo que está en pleito, en duda y se disputa.3 

 

Medios de Control: Mecanismos judiciales previstos en la Ley 1437 de 2011 
(CPACA) para controlar la actividad de la administración pública, los cuales se 

ejercen ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como son los de 
nulidad (art. 137), nulidad y restablecimientos del derecho (art. 138), 
reparación directa (art. 140), controversias contractuales (art. 141), repetición 

(art. 142). 
  
Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos-MASC: Herramientas 
que ofrecen a las personas diversas oportunidades para solucionar sus 

conflictos por sí mismas o con la ayuda de un tercero calificado sin la necesidad 
de acudir a los despachos judiciales. 
  
Modelo de Gestión por Resultados-MGR: Sistema de medición por 
resultados diseñado por la ANDJE para evaluar el desempeño de las entidades 

públicas a partir, especialmente de sus oficinas jurídicas, en la gestión de las 
diferentes etapas del ciclo de defensa jurídica del Estado y proponer mejoras 
focalizadas de acuerdo con los resultados obtenidos. 

  
Notificación: Comunicación que se efectúa respecto de una decisión a los 

interesados, la que se realiza personalmente, por aviso, por edicto, por estado, 
entre otros. 
  
Poder: Mandato otorgado al Apoderado Judicial a fin de que se le reconozca 

personería y actué dentro de cada proceso, en representación de los intereses 
de la entidad, conforme lo exigido en el artículo 74 del Código General del 
Proceso (CGP). 
  

 

2 Consejo de Estado, Sentencia Rad. 200600875 01 de 27/03/2008 
3 https://www.defensajuridica.gov.co/Paginas/ninos/glosario.aspx 
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Política de Prevención del Daño Antijurídico: Actividades, estrategias, 

herramientas y/o acciones que se desarrollen para buscar la solución a los 
problemas asociados a los actos, hechos, omisiones y operaciones 

administrativas que generan litigiosidad y condenas4. Las entidades públicas de 
cualquier orden deben formular esta política y hacer seguimiento a su 
implementación.  
 
Pretensión: Reclamación que se realiza ante la jurisdicción competente con el 

fin de obtener la protección y/o satisfacción de un derecho consagrado en la 
normatividad vigente. 
  
Prescripción: La prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de 
extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no 

haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso, y 
concurriendo los demás requisitos legales. Se prescribe una acción o derecho 

cuando se extingue por la prescripción.5 
 

Proceso Ejecutivo: Procesos judiciales donde se busca que de manera 
coactiva una persona natural o jurídica cumpla una obligación, expresa, clara y 

exigible. Procesos Laborales: Procesos judiciales que buscan la solución de 
controversias y conflictos derivados de una relación laboral.  
 
Reparación de los perjuicios causados a un grupo: Su propósito es el 

resarcimiento de los perjuicios que, con menoscabo de derechos individuales o 
subjetivos, se genere a un grupo de personas que reúnan condiciones 
uniformes respecto de una misma causa que les originó perjuicios individuales. 

(Art. 145 de CPACA). 
 

Sentencia: Es la decisión final de un juez o tribunal en la cual se concluye un 
juicio o un proceso. 
 

Provisión Contable por litigios: Pasivos de procesos judiciales o arbitrales a 
cargo de la entidad que estén sujetos a condiciones de incertidumbre en 

relación con su cuantía y/o vencimiento. 
 
3.1.2 Siglas 

 
UPIT:  Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte. 

 
CPACA: Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 

 

 

4 Manual Operativo MIPG, versión 6, 2024 
5 Código Civil, artículo 2512 
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ANDJE: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 
PPDA: Política de Prevención de Daño Antijurídico. 

 
MASC:  Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos. 
 

FCEE: Fondo de Contingencias de las Entidades Estatales. 
 

MHCP: Ministerio de Hacienda y Crédito Público.  
 
 

 3.2 Normatividad Aplicable 

 

La normatividad aplicable en la presente política podrá ser consultada en el 
normograma institucional, publicado en la página web de la UPIT en la sección 
de “Transparencia y acceso a la información”. Teniendo en cuenta que es un 

instrumento que contiene la normatividad de carácter general, normas externas 
como leyes, decretos, resoluciones, acuerdos y circulares que afecten la gestión 

de la entidad.  
  
4. Ciclo de Defensa Jurídica del Estado  

 
Es el conjunto de etapas que surgen con ocasión de la posible generación de un 

daño antijurídico, las cuales son: (i) prevención del daño antijuridico, (ii) gestión 

extrajudicial, (iii) gestión de la defensa judicial, (iv) gestión del cumplimiento de 

créditos judiciales, (v) gestión de los mecanismos para la protección y 

recuperación del patrimonio público, y (vi) gestión de la información y del 

conocimiento como un elemento transversal. 

4.1 Etapa de Prevención del Daño Antijurídico. 

 
4.1.1 Política de Prevención de Daño Antijurídico – PPDA. 

  

De acuerdo con el Manual Operativo MIPG de la Función Pública vigente, la 

Política de Prevención del Daño Antijurídico – PPDA, responde a la necesidad de 
identificar las situaciones que generan o pueden generar un daño a la entidad 

pública, y en consecuencia, comprometer el patrimonio del Estado; por lo cual 
el estudio de la litigiosidad y una adecuada identificación de causas y subcausas 
permite determinar e implementar acciones concretas y eficaces dirigidas a 

eliminar o minimizar el riesgo de materialización del daño antijurídico. 
  

En ese sentido, considerando que a la fecha, no se registran acciones judiciales, 
ni actuaciones prejudiciales en las que sea parte la entidad como demandante 
o demandada, ni convocante o convocada, la Política de Prevención del Daño 

Antijurídico está dirigida a todas las dependencias de la Unidad de Planeación 
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de Infraestructura de Transporte -UPIT-, en las cuales se identifiquen 

potenciales riesgos litigiosos con ocasión del ejercicio propio de la función 
pública a cargo, buscando prevenir y/o aminorar la materialización del daño 

antijurídico, para lo cual se involucraron en la formulación de la política a las 
diferentes dependencias de la Unidad, por tanto la actividad se lideró por parte  
de la Oficina Asesora Jurídica y la Secretaría Técnica del Comité de Conciliación, 

pretendiendo que su construcción e implementación colectiva se constituya en 
una herramienta de gestión pública eficaz y eficiente para la entidad, sin 

perjuicio de que se registre después alguna litigiosidad.  
 
La UPIT, atendiendo los lineamientos establecidos por la ANDJE en las 

Circulares No. 5 de 2019 y No. 9 de 2023, lleva a cabo cada dos años el Ciclo 
de Prevención del Daño Antijurídico que incluye la formulación, aprobación, 

implementación y seguimiento a esta política. Es así como para su elaboración 
se deben observan los siguientes parámetros dictados por la citada Agencia: 
  

1. Estudio integral de la actividad litigiosa y/o potenciales riesgos jurídicos. 
2. Selección de causas, definición de subcausas y formulación de indicadores 

de acuerdo con la actividad litigiosa derivada de las causas y subcausas. 
3. Deberá contener acciones para prevenir una o más de las 10 causas de 

mayor litigiosidad de la entidad. 

4. Dar aplicación al procedimiento de Formulación, Aprobación, 
Implementación y Seguimiento a la Política de Prevención del Daño 

Antijurídico. 
5. Debe ser aprobada por el Comité de Conciliación. 
6. Divulgación de la PPDA por medio de una estrategia de comunicaciones 

desarrollada a través de los medios electrónicos definidos en la entidad. 
7. Deberá ser registrada en el software de prevención del sistema eKOGUI.  

8. Seguimiento e implementación del Plan de Acción de la política por parte de 
cada una de las dependencias de la entidad involucradas 
 

4.1.2 Lineamientos y Circulares Externas 
 

 La Unidad debe tener en cuenta las circulares externas y comunicaciones que 
emita la ANDJE en lo relacionado con las causas de litigio específicas que 

contienen lineamientos para prevenir el daño antijurídico.  
 

4.1.3 Otras herramientas en prevención 
 

La Unidad tendrá en cuenta la Caja de Herramientas dispuesta por la ANDJE 

donde se puede encontrar toda la información relevante para la formulación de  
la PPDA, incluyendo metodologías, documentos y lineamientos expedidos por la 

Agencia en otras materias, de utilidad para la gestión de la defensa jurídica.  
 
Igualmente, la Unidad atenderá la herramienta que ha dispuesto la ANDJE para 

la identificación del nivel de riesgo de anulación de los actos administrativos de 



  

  

 PL-DE-007- V1-Página  8 / 17  

carácter general y abstracto, para acompañar a las entidades en la valoración 

del riesgo de daño antijurídico en la expedición de actos administrativos de 
carácter general, denominada Calculadora de Riesgo Normativo.   

4.2 Etapa de Gestión Extrajudicial 
 

Es el conjunto de acciones, actividades, estrategias y/o herramientas adoptadas 
para fomentar la utilización de los mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos, para buscar la terminación temprana de controversias, cuando a ello 

haya lugar. 
 

4.2.1 Comité de Conciliación 

El Comité de Conciliación de la UPIT fue creado mediante Resolución No. 031 de 

2022 “Por la cual se crea el Comité de conciliación y defensa judicial de la Unidad 
de Planeación de Infraestructura de Transporte-UPIT y se establece su 
reglamento”. Posteriormente, mediante Resolución No. 045 de 2023 “Por la cual 

se actualiza la integración, funciones y se adopta el reglamento del Comité de 
Conciliación de la Unidad de Planeación de Infraestructura de Transporte-UPIT 

y se dictan otras disposiciones”.  
 
Esta instancia actúa como sede de estudio, análisis y formulación de la Política 

de prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad, 
adicionalmente de acuerdo con las funciones estipuladas en la Ley 2220 de 2022 

(Estatuto de Conciliación) y en su reglamento interno, el Comité de Conciliación 
es el órgano encargado de fijar directrices institucionales para aplicar los 
mecanismos de arreglo directo y decidir la procedencia o no de la conciliación, 

para lo cual la ANDJE sugiere la utilización de una metodología que incluye lo 
que se indica a continuación, sin perjuicio de que el Comité realice el estudio y 

decisión de cada caso en particular: 

1. Generarse bajo un procedimiento de formulación, implementación y 
seguimiento de las políticas de conciliación incorporado en el Sistema de 

Gestión y Desempeño Institucional de la Entidad. 
 

2. Ser formulada por el Comité de Conciliación.  
 

3. Formularse en, al menos, una de las 10 causas de mayor probabilidad de 

pérdida y que representan los mayores riesgos fiscales. 
 

4. Actualizarse mínimo cada 4 años. 
 

5. Divulgarse a través de un repositorio de información en la Entidad al que los 

apoderados pueden acceder. 
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4.2.2 Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos (MASC) 
 

Esta dimensión comprende las actuaciones que realiza la entidad a partir de la 
solicitud de resarcir un presunto daño antijurídico causado por su acción u 
omisión y hasta antes de la interposición de la acción judicial en su contra por 

parte del afectado, para lo cual  la entidad debe aplicar la metodología para la 
formulación de directrices institucionales de conciliación diseñada por la ANDJE, 

con el fin de optimizar el proceso de decisión mediante la unificación de criterios 
basado en un análisis jurídico detallado que permite determinar para un 
problema jurídico concreto la posición de promover o no la conciliación, previo a 

su aprobación por parte del Comité de Conciliación.  
 

El análisis de cada caso y gestión ante el Comité de Conciliación debe cumplir 
con los siguientes parámetros: 

 

1. Aplicar la directriz que, para la categoría de caso, fue generada por la entidad        

mediante la aplicación de la metodología propuesta por la ANDJE. 

 

2. Aplicar los lineamientos de conciliación en casos particulares emitidas por la 

ANDJE, las cuales son vinculantes. 

 

3. Gestionar los usuarios del eKOGUI responsables del registro de conciliaciones 

extrajudiciales y su presentación ante el Comité de Conciliación. 

     4.3 Etapa de Gestión de la Defensa Judicial. 
 

Se refiere al conjunto de acciones, actividades, estrategias y/o herramientas 
utilizadas en el marco de procesos judiciales o arbitrales en pro de proteger los 

intereses litigiosos del Estado. 

4.3.1 Estrategia de Defensa Judicial 
 

Conforme el Manual Operativo MIPG de la Función Pública vigente, la entidad 
debe gestionar los procesos judiciales o arbitrales en los que sea parte 

salvaguardando el ordenamiento constitucional, legal y los intereses litigiosos de 
la entidad, para lo cual se deben tener en cuenta los lineamientos de la ANDJE 

en materia de defensa técnica como son: 
 
1. Ejercer la representación judicial de los procesos que cursen en contra o a 

favor de la entidad. 
 

2. Diseñar y formular directrices y/o lineamientos que orienten la defensa técnica 
de sus intereses litigiosos atendiendo criterios de caracterización del litigio en el 
cual es parte, observando los siguientes parámetros: 



  

  

 PL-DE-007- V1-Página  10 / 17  

 

− Atender los protocolos que la ANDJE emite en los que se establecen 
estrategias de defensa y las directrices de actuación en los procesos judiciales 

los cuales son vinculantes para los apoderados que ejercen la representación 
judicial de las entidades del orden nacional, salvo razones justificadas para 
apartarse de los mismos, de las cuales se deberá dejar constancia. 

− Analizar las causas generadoras de los conflictos, el índice de condenas, los 
tipos de daño por los cuales resulta demandada o condenada, la 

jurisprudencia, y las deficiencias de las actuaciones procesales por parte de 
los apoderados, con el objeto de proponer correctivos.  

− Ser formulada en alguna de las 10 causas de mayor probabilidad de pérdida 

y que representan los mayores riesgos fiscales. 
− Ser formulada por el Comité de Conciliación. 

− Actualizarse mínimo cada 4 años. 
− Divulgarse a través de un repositorio de información en la entidad al que los 

apoderados pueden acceder. 
 

4.3.2 Procedimiento de representación judicial y extrajudicial. 

Con el fin de optimizar las acciones jurídicas en procura de la defensa de los 

intereses de la entidad, la Oficina Asesora Jurídica cuenta con un procedimiento 
de representación judicial y extrajudicial para la defensa en los procesos en los 
cuales sea vinculada la entidad, el cual reposa en el banco de documentos de la 

entidad.  
 

En cumplimiento del modelo operativo del MIPG, la entidad debe contar con un 
procedimiento de defensa judicial cuando actúe como parte demandante, otro 
cuando actúe como parte demandada y uno para la atención de acciones de 

tutela, los cuales deberán estar debidamente aprobados e incorporados al banco 
de documentos de la entidad. 

En el análisis de cada caso se debe cumplir con los siguientes parámetros: 
 

1. Aplicar la directriz que, para esos casos, haya sido generada por la entidad. 
2. Aplicar los protocolos, lineamientos y directrices de gestión para la defensa 
judicial. 

3. Gestionar los usuarios del eKOGUI responsables de la representación 
judicial (Apoderados). 

4. Los apoderados deben registrar todos los casos judiciales y arbitrales en 
el eKOGUI. 
5. Los apoderados deben consultar las sentencias similares condenatorias y 

absolutorias cargadas en eKOGUI, así como consultar el Módulo de 
Jurisprudencia. 

6. Los apoderados deberán elaborar las fichas técnicas de estudio de los casos 
a su cargo.  



  

  

 PL-DE-007- V1-Página  11 / 17  

 

 4.4 Etapa de Gestión del Cumplimiento de Créditos Judiciales  

Esta etapa comprende la gestión del procedimiento de cumplimiento y pago de 

sentencias, conciliaciones y laudos arbitrales. Esta debe adelantarse bajo los 
principios de celeridad, eficacia y eficiencia, con el propósito de reducir la 

causación de intereses por la mora en el pago, mitigar el impacto fiscal de las 
condenas y evitar nuevas fuentes de litigiosidad tales como procesos ejecutivos. 

  
4.4.1   Provisión contable de procesos y conciliaciones 

 

La entidad adoptó la metodología de reconocido valor técnico para el cálculo de 
la provisión contable de los procesos judiciales, conciliaciones extrajudiciales y 
trámites arbitrales que se adelanten en contra de la Unidad de Planeación de 

Infraestructura de Transporte – UPIT y deban ser registrados en el sistema 
eKOGUI, mediante Resolución No. 243 del 1 octubre de 2024. 

 
Lo anterior, en cumplimiento del artículo 1º de la Ley 448 de 1998 y de acuerdo 

con la normatividad expedida por la Contaduría General de la Nación, en 
concordancia con el Manual de Políticas Contables, código M-GF-009, disponible 
en el banco de documentos de la entidad. 

   
4.4.2 Pasivo contingente y fondo de contingencias  

  
De conformidad con el artículo 194 de la Ley 1437 de 2011, señala que todas las 
entidades estatales que constituyan una sección del Presupuesto General de la 

Nación deberán efectuar una valoración de sus contingencias judiciales, en los 
términos que defina el Gobierno nacional, para todos los procesos judiciales que 

se adelanten en su contra. En desarrollo de lo anterior, las entidades estatales 
deberán efectuar aportes, por dicho concepto, al Fondo de Contingencias, 
regulado por el Decreto 1266 de 2020.   

 
De acuerdo con los siguientes parámetros:   

 
· Realizar la valoración del Pasivo Contingente Judicial aplicando la 

metodología del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP) a través 
del eKOGUI. 

· Incorporar en el marco fiscal de mediano plazo (4 años) de la entidad una 

relación de los pasivos contingentes conforme lo dispuesto en la Ley 819 
de 2003, o la norma que la modifique o sustituya. 

· Diseñar el plan de aportes al Fondo de Contingencias (FCEE) y solicitar su 
aprobación al MHCP conforme lo dispuesto en el Decreto 1068 de 2015, o 
la norma que lo modifique o sustituya. 

· Utilizar la metodología de Aportes al FCEE diseñada por el MHCP.  
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         4.4.3 Cumplimiento y pago de sentencias y conciliaciones 

 
Comprende las acciones, actividades, estrategias y/o herramientas 

encaminadas a hacer efectivas, de manera oportuna, las órdenes que se 
profieran a cargo del Estado y a la satisfacción de los compromisos adquiridos 
en las conciliaciones. Para tal efecto, la Unidad cuenta con el procedimiento de 

atención de fallos, laudos y conciliaciones desfavorables, teniendo en cuenta los 
siguientes parámetros: 

 
· Contar con un procedimiento de cumplimiento y pago de sentencias y 
conciliaciones de acuerdo con lo previsto en el Decreto 1068 de 2015, 

aprobado e incorporado en el banco de documentos de la entidad. 
· Todos los pagos deben estar registrados en eKOGUI y su registro no debe 

ser posterior a un mes de efectuado.  
· Los pagos deben tener discriminado el capital y los intereses en eKOGUI. · 
Todos los pagos deben tener registrado el código SIIF  

· El coordinador del GIT Financiero y el enlace de pagos (Profesional 
especializado con funciones de tesorería), o quienes hagan sus veces cuentan 

con usuario activo en el eKOGUI. 
 
4.5 Etapa de Gestión de los Mecanismos para la Protección y Recuperación 

del Patrimonio Público  
 

Agrupa las acciones, actividades, estrategias y/o herramientas para la 
recuperación de dineros públicos por la vía de la acción de repetición y/o 
llamamiento en garantía con fines de repetición, cuando a ello haya lugar.  
 
 

4.5.1 Lineamientos de la Acción de Repetición 
 
La acción de repetición está consagrada en el artículo 90 de la Constitución 

Política, en donde se establece que: “El Estado responderá patrimonialmente 
por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la 

omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado 
a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia 

de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá 
repetir contra éste.” 
 

Según el Manual Operativo MIPG de la Función Pública vigente, para el logro 
de estos fines, la entidad debe observar los siguientes lineamientos propuestos 

por la ANDJE: 
 

- Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la entidad con el 

fin de determinar la procedencia de la acción de repetición. Una vez se 
acredite el pago total de una condena, conciliación, laudo o de cualquier otro 

crédito derivado de la terminación de un conflicto en contra de la entidad 
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pública, esta debe realizar los estudios pertinentes para determinar la 

procedencia de la acción de repetición, adoptar la decisión y dejar constancia 
expresa y justificada de las razones en que se fundamentan.  

– Determinar la procedencia o improcedencia del llamamiento en garantía 
con fines de repetición, para lo cual debe pronunciarse antes del vencimiento 
del término para contestar la demanda de reparación directa, de nulidad y 

restablecimiento del derecho o de controversias contractuales. Es una 
actuación procesal de defensa jurídica, que se hace efectiva en el trámite del 

proceso ordinario contencioso administrativo, bajo la modalidad de 
intervención de terceros.  
– Contar con un procedimiento para iniciar la acción de repetición y 

llamamiento en garantía, aprobado e incorporado al banco de documentos 
de la entidad. 

– Aplicar, para la categoría del caso, los protocolos y lineamientos para la 
acción de repetición y llamamiento en garantía que emita la ANDJE. 
– Realizar el estudio de la acción de repetición en las fichas técnicas 

dispuestas para el efecto en el Sistema Único de Gestión e Información de la 
Actividad Litigiosa del Estado eKOGUI, registrando todos los procesos de esta 

naturaleza en dicho sistema.  
– Informar al Ministerio Público las correspondientes decisiones y anexar 
copia de la providencia condenatoria, de la prueba de su pago y señalar el 

fundamento de la decisión en los casos en que se decida no instaurar la 
acción de repetición.  

– La decisión de iniciar o no la acción de repetición debe ser adoptada por el 
Comité de Conciliación de la entidad. 
  

4.6 Etapa de Gestión de la información y del conocimiento  

Esta dimensión apunta a consolidar las capacidades institucionales para la 

defensa del Estado a través de la transferencia efectiva de conocimiento, para  
lo cual la ANDJE dispone de la Comunidad Jurídica del Conocimiento, como un 
canal (plataforma virtual) de permanente información y actualización en 

materia de defensa jurídica a la cual los abogados y apoderados de la entidad 
accederán de manera continua a dichos procesos de formación para fortalecer 

las competencias institucionales en la defensa estratégica de los intereses de la 
entidad. 

  
 

4.6.1 Administración de los Apoderados para la Defensa Jurídica  
 
El Comité de Conciliación de la entidad tiene la función de definir los criterios 

para la selección de abogados externos que garanticen su idoneidad para la 
defensa de los intereses públicos y realizar seguimiento sobre los procesos a 
ellos encomendados, los cuales fueron aprobados en sesión del día 26 de agosto 

de 2024, por dicha instancia.  
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4.6.2 Manejo de expedientes judiciales 

 
La UPIT deberá contar siempre con información disponible, oportuna e integral 

que permita al apoderado externo y a los abogados de la Oficina Asesora 
Jurídica planificar, coordinar, gestionar y actuar de manera eficiente en procura 
de la defensa de los intereses litigiosos de la entidad. 

 
Para tal efecto, los apoderados que representen a la UPIT deberán dar un 

adecuado manejo de la información a través del Sistema eKOGUI lo que implica 
mantener este sistema siempre actualizado. De igual manera, los apoderados 
deberán estar en permanente actualización y capacitación sobre el manejo de 

la herramienta eKOGUI a través de los espacios ofrecidos por la ANDJE. 
 

El manejo de los expedientes judiciales será digital y se tendrá en cuenta lo 
establecido en la Tabla de Retención Documental de la Oficina Asesora Jurídica, 
así como los lineamientos que sean impartidos por la Secretaría General a cargo 

del proceso de gestión documental de manera que se garantice el adecuado 
archivo y conservación de la información que se requiere en el ciclo de la 

defensa jurídica. Adicionalmente, la información física se registrará en el 
Formato Único de Inventario Documental (FUID) que dispone la entidad, el cual 
reposa en el banco de documentos con el código FO-GD-013, o el documento 

que lo sustituya. El expediente digital se encontrará en el gestor documental 
que se encuentre implementado en la entidad, en una carpeta de la Oficina 

Asesora Jurídica y también en el eKOGUI y serán alimentados por el usuario 
que tenga habilitada dicha herramienta, es decir el gestor documental 
designado por cada dependencia. 
 

4.6.3 Sistema e-KOGUI 

 
El Sistema Único de Gestión e Información de la Actividad Litigiosa del Estado, 

eKOGUI, fue creado para el seguimiento de la actividad judicial y extrajudicial 
del Estado, establecido en el artículo 2.2.3.4.1.1 del Decreto 1069 de 2015, 
modificado por el artículo 2 del Decreto 104 de 2025, según el cual es el único 

sistema de gestión de información del Estado para el seguimiento de las 
actividades y procesos inherentes a la actividad arbitral, judicial y extrajudicial 

del Estado, ante las autoridades nacionales e internacionales, en consecuencia, 
es la fuente oficial de la información sobre la actividad litigiosa del Estado. 
 

En este orden de ideas, es deber de la UPIT, mediante los usuarios creados para 
ello, mantener actualizada la información registrada en este sistema. 

 
Los usuarios del Sistema Único de Gestión e Información de la Actividad Litigiosa 
del Estado – eKOGUI por parte de la Unidad serán aquellos funcionarios que 

ocupen los siguientes cargos o designaciones en la UPIT, así: 
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Usuario eKOGUI Cargo en UPIT 

  
Jefe de Oficina Asesora Jurídica 

o quien haga sus veces 

  
Jefe Oficina Jurídica 1045-16 – 

Código PG-005 

Administrador del Sistema en 
la entidad 

El funcionario que designe el 
Representante Legal mediante 

acto administrativo 

Apoderado de entidad 
(abogado). 

Profesional Especializado 2028-21 
– Oficina Asesora 
Jurídica - Código PG-009 y 

abogados externos que se 
contraten para ejercer la 

representación judicial 

Secretario Técnico Comité de 

Conciliación. 

Profesional Especializado 2028-21 

– Oficina Asesora Jurídica - 
Código PG-008 y Código PG-009, 

según designación mediante Acta 
del Comité de Conciliación 
cada dos (2) o cuando se requiera 

Jefe de Oficina Financiera o 

quien haga sus veces. 

Asesor 1020-14 - Gestión 

Financiera – Código DG-016 

Jefe de Oficina de Control 

Interno o quien haga sus 
veces. 

Asesor 1020-16 - Control Interno 

– Código DG-006 

 Operador Financiero Profesional Especializado 2028-20 
- Pagaduría – Código PG-021 

Formulador de Políticas. Profesional Especializado 2028-21 
– Oficina Asesora Jurídica - 

Código PG-008 

  
Las responsabilidades individuales y comunes a cada uno de los roles establecidos 
en el sistema eKOGUI, asignados al interior de la Unidad, deberán desempeñarse 

de conformidad con lo estipulado en los artículos 2.2.3.4.1.7, 2.2.3.4.1.8, 
2.2.3.4.1.9, 2.2.3.4.1.10, 2.2.3.4.1.7.11, 2.2.3.4.1.12, 2.2.3.4.1.13., 

2.2.3.4.1.14 y 2.2.3.4.1.17 del Decreto 104 de 2025, o la norma que lo sustituya. 
 

De igual forma, en atención a lo previsto en el artículo 2.2.3.4.1.16 del decreto en 
mención, no se podrá desarrollar ni adquirir sistemas de información que, de 
manera parcial o total, tengan el mismo objeto del Sistema Único de Gestión e 

Información de la Actividad Litigiosa del Estado - eKOGUI. 
 

El control y seguimiento en el sistema eKOGUI, debe realizarse bajo los 
siguientes parámetros:  
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Jefe de la Oficina Asesora Jurídica:  

 
– Contar con usuario eKOGUI activo.  

– Utilizar eKOGUI para hacer seguimiento y control de los casos y procesos que 
lleva la Entidad.  
– Utilizar el dashbord en eKOGUI para hacer seguimiento a los indicadores de la 

gestión de Defensa Jurídica.  
– Reasignar casos basado en el análisis de desempeño de los apoderados y del 

riesgo de pérdida de cada caso.  
 
Asesor de Control Interno:  

 
– Contar con usuario eKOGUI activo.  

– Incluir en el Plan de Auditoria anual la revisión de pago de sentencias y 
conciliaciones si la Entidad tuvo pagos superiores a 1000 SMLV.  
– Generar la Certificación semestral de Control Interno en eKOGUI  

– Generar el reporte F-9 de la Contraloría General de la República desde eKOGUI 
y complementarlo con la información de tutelas.  

  
Comité Institucional de Gestión y Desempeño:  
 

– Hacer seguimiento al plan de acción y al(los) indicador(es) formulado(s) en las 
políticas de prevención del daño antijurídico, conciliaciones, tutelas, demandas, 

pagos, deuda y analizar el Informe sectorial y por entidad que genera la ANDJE.  
 

5. Plan de Acción 

Esta política se operativiza a través del Plan de Acción Institucional y del Plan 

de Acción de la Política de Prevención del Daño Antijuridico. 
 
 
6. Control de documentos 

  
Versión 

Generada 
Fecha Descripción del Cambio o 

Modificación 

001 06/09/2024 Creación del documento 

002 2025 Actualización del documento de acuerdo con 

el Manual Operativo MIPG versión 6 y el 
Decreto 104 de 2025 

  

Elaboró Revisó Aprobó 
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Claudia Marcela Vargas Rojas 
Profesional especializado OAJ 

 

Sandra Catalina Ayala 
Montalvo 

Profesional especializado OAJ 
 

Laura Valentina Caballero 
Beltrán 

Auxiliar Administrativo 

 
        Willington Granados Herrera 

     Profesional especializado 
    Grupo Interno de Planeación 

  
Sandra Milena 
Neira Sánchez 

 Jefe de Oficina 
Asesora Jurídica 

  
Comité de 

Conciliación UPIT 

En sesión del 3 de 
junio de 2025 

  


